
 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE ASUNTOS DE DISCAPACIDAD  
Y DE ADULTO MAYOR 

 

 

 

DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY REGULADORA DE LA 
INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA, N° 9234, DEL 25 DE ABRIL DE 2014 

 
EXPEDIENTE N.° 21.069 

 
 
 
 
 

DICTAMEN UNÁNIME AFIRMATIVO 
20 DE AGOSTO DE 2019 

 
 
 
 

 
SEGUNDA LEGISLATURA 

DEL 1° DE MAYO DE 2019 AL 30 DE ABRIL DE 2020 
 
 
 
 
 

PRIMER PERÍODO DE SESIONES EXTRAORDINARIAS 
DEL 1° DE AGOSTO DE 2019 AL 31 DE AGOSTO DE 2019 

 
 

 

ÁREA DE COMISIONES LEGIALTIVAS III  

DEPARTAMENTO DE COMISIONES LEGISLATIVAS  

 

  



Expediente N.° 21.069         2 

 

DICTAMEN UNÁNIME AFIRMATIVO 
 
 

DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY REGULADORA DE LA 
INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA, N° 9234, DEL 25 DE ABRIL DE 2014 

 
Expediente N.° 21069 

 
Asamblea Legislativa: 

 
 
Las suscritas Diputadas y Diputados que suscriben, integrantes de la Comisión 
Permanente Especial de Asuntos de Discapacidad y Adulto Mayor, encargada 
de dictaminar el proyecto “DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY 
REGULADORA DE LA INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA, N° 9234, DEL 25 DE 
ABRIL DE 2014”, Expediente 21.069, publicado en el Alcance N.° 215 a La 
Gaceta N° 235 del 18 de diciembre del 2018, rinden el siguiente dictamen 
afirmativo unánime con base en las siguientes consideraciones.  
 

I. Generalidades del proyecto:  

 

El proyecto fue presentado a la corriente legislativa el 01 de noviembre de 2018. Es 

iniciativa del Diputado José María Villalta Florez-Estrada y la Diputada Catalina Montero 

Gómez. Se publicó en el Alcance N°215 al Diario Oficial La Gaceta N°235 del 18 de 

diciembre de 2018. 

 

II. Resumen del proyecto:  

 

La iniciativa propone la derogatoria del artículo 18 de Ley Reguladora de Investigación 

Biomédica, N 9234, del 22 de abril de 2014 y sus reformas, que de conformidad con las 

valoraciones que sustentan los proponentes en la exposición de motivos, representa 

una lesión a los derechos de un grupo de personas con discapacidad psicosocial, ya 

que no pueden brindar su libre consentimiento para investigaciones biomédicas. 

 

III. Antecedentes e importancia del proyecto de ley:  

 

Esta iniciativa de ley, tiene como antecedente el expediente N.°19.304, Derogación del 

artículo 18 de la Ley N°9234, Ley de Investigación Biomédica en Seres Humanos, 

iniciativa del exdiputado Oscar López Arias, proyecto de ley que recibió dictamen 

unánime afirmativo en la Comisión Especial, N°19181. Sin embargo, de acuerdo a las 

resoluciones 12250-2015, 11658-2018 y 13570-2018 de la Sala Constitucional, que 

versan sobre el plazo de vigencia de los expedientes legislativos y las prórrogas 

posibles, mediante una moción de plazo cuatrienal, la Presidencia de la Asamblea 

Legislativa acordó el archivo del expediente. 



Expediente N.° 21.069         3 

 

Por otra parte, el Comité de Expertos sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad de la Organización de Naciones Unidas, considera que las disposiciones 

contenidas en la Ley Reguladora de la Investigación Biomédica, especialmente el 

artículo 18 que se pretende derogar mediante la presente iniciativa de ley, resultan 

contrarias a los derechos humanos de la población con discapacidad, por cuanto 

imponen actos que resultan degradantes y contrarios a la dignidad humana y a la 

autodeterminación. 

 

IV. Consultas realizadas:  

 

El proyecto fue consultado a las siguientes instituciones:  

● Contraloría General de la República 

● Academia Nacional de Medicina 

● Corte Suprema de Justicia 

● Instituto Nacional de Seguros 

● Colegio de Médicos y Químicos Clínicos 

● Consejo Nacional de Investigación en Salud 

● Defensoría de los Habitantes 

● Patronato Nacional de la Infancia 

● Colegio de Médicos 

● Consejo Directivo del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación 

Especial 

● Procuraduría General de la República 

● Caja Costarricense del Seguro Social 

● Universidad Nacional 

● Universidad de Costa Rica 

 

V. Respuestas recibidas 

 

 Universidad de Costa Rica (Oficio CU-1044-2019 del 15 de julio de 2019) 

Se mantiene el acuerdo tomado por el Consejo Universitario en la sesión N° 

5907, artículo 7, del 16 de junio de 2015, referente al proyecto de ley, 

expediente N° 19304 que trató la misma temática:  

 

 Respecto a la participación en investigaciones biomédicas de 

personas declaradas como incapaces resulta conveniente analizar 

que la exclusión total de este grupo podría dimensionarse 

discriminatorio. Al pretenderse salvaguardar su autonomía podría 

afectarse su derecho a la salud, al negársele un acceso a la 

participación en investigaciones biomédicas. 

 Para que el consentimiento sea válido, la persona que se somete a 

una investigación biomédica debe tener plena capacidad legal de 

actuación. Bajo ninguna circunstancia puede un tercero suplir esa 

voluntad.  
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 La ley 9234 violenta en el artículo 18 los derechos de las personas 

con discapacidad declaradas judicialmente como incapaces al dejar 

totalmente en la persona de su representante la decisión de 

someterse a procedimientos biomédicos, sin dimensionar sobre la 

pertinencia del tratamiento. Las personas con ciertos tipos de 

discapacidad (incluyendo niñez, adolescentes y adultos con 

discapacidad) no tienen la posibilidad de brindar su libre 

consentimiento y no existe ninguna facultad legal bajo la cual una 

persona pueda decidir sobre lo que ocurra con el cuerpo o la salud de 

otra persona.  

 La investigación clínica incluye procedimientos médicos que se 

realizan en el cuerpo del paciente, el cual se encuentra protegido por 

derechos fundamentales e irrenunciables, los cuales no se deben 

dejar al criterio absoluto de su representante legal.  

 

Recomiendan no aprobar el proyecto, por el contrario recomiendan la 

siguiente redacción:  

 

Artículo 18.- Consentimiento de personas legalmente incapacitadas 

 

En el caso de investigaciones biomédicas en las que participen personas 

declaradas como incapaces, mediante un proceso judicial, el 

consentimiento informado debe ser suscrito por su representante legal 

siempre y cuando su vida o su salud dependan de su participación 

en la investigación.  

Para la autorización, la persona representante legal debe obtener el 

permiso correspondiente mediante un proceso judicial sumario ante 

la instancia judicial competente.  

Cuando sea posible obtener el criterio de la persona declarada como 

incapaz mediante un proceso judicial, y esta rehúse a asentir, 

prevalece su criterio sobre el de su representante legal. 

 

 Academia Nacional de Medicina de Costa Rica ( ANM- 59- 2019 del 01 

de julio de 2019) 

 

Consideran que no se debe limitar la participación a personas con 

discapacidad, debido a que se les estaría violentando el derecho a la salud 

establecido en la Ley General de Salud e iría en contra del principio de 

beneficencia que tiene derecho todo ser humano. 

 

Indican además que es función del Comité Ético Científico determinar si el 

protocolo de investigación viola los principios éticos de autonomía y 

beneficiencia, y la posibilidad de incluir una persona con discapacidad es 

riesgosa, lo que no permitiría llevar a cabo el estudio clínico. 
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 Contraloría General de la República (Oficio DFOE-SOC-0732 del 02 de 

julio, 2019) 

 

Se abstiene de emitir opinión, consideran que rebasa el ámbito competencial 

de la Hacienda Pública.  

 

 Colegio de Microbiólogos y Químicos Clínicos de Costa Rica (Oficio 

CMQC-P-57 del 02 de julio de 2019) 

 

Consideran que lleva razón el Comité de Expertos sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad de la ONU, en el sentido de que como está 

redactada la reforma a la Ley Reguladora de la Investigación Biomédica, se 

podrían lesionar los derechos humanos de la población con discapacidad y 

la norma sobrepasa el principio de autodeterminación en cuanto a la 

disposición para efectos médicos de un representante legal sobre una 

persona declarada judicialmente con discapacidad. Eso indican, abriría una 

ventana muy peligrosa que podría atentar contra la dignidad humana de la 

persona con discapacidad al trasladarse el derecho de autodeterminación en 

investigaciones médicas a su representante legal. Consideran que lo 

conveniente es derogar el artículo. 

 

 Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Oficio DE-650-219 del 

02 de julio, 2019) 

 

A partir de la promulgación de la Ley para la promoción de la Autonomía 

Personal de las Personas con Discapacidad nuestro país garantiza a las 

personas con discapacidad el ejercicio pleno y en igualdad de condiciones 

del derecho a su autonomía personal. Esto significa el reconocimiento de su 

derecho fundamental a la autodeterminación, a la capacidad jurídica y a la 

capacidad de actuar. Al derogarse la curatela en nuestro ordenamiento 

jurídico, tácitamente la norma que se pretende derogar pierde vigencia. 

Se avala el proyecto de ley, siendo que el artículo que se pretende derogar 

resulta contrario y violatorio a los derechos humanos de las personas con 

discapacidad.  

 

 Corte Suprema de Justicia (Oficio 137-P-2019 del 1 de julio de 2019) 

 

Se devuelve la consulta sin pronunciamiento de la Corte porque el texto 

consultado no se refiere a la organización o funcionamiento del Poder 

Judicial, supuesto requerido según la Constitución Política para que la Corte 

Suprema de Justicia emita pronunciamiento sobre un proyecto de ley. 

 

 Defensoría de los Habitantes (Oficio DH-CV-515-2019 del 2 de julio de 

2019) 
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 La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 

demanda que los Estados deben facilitar los apoyos para que las 

personas con discapacidad tomen decisiones. Esos apoyos se 

sustentan en la confianza, se proporcionan con respeto, y nunca en 

contra de la voluntad de la persona con discapacidad. 

 Todas las personas independientemente de su discapacidad, cuentan 

con el derecho de decidir de sus vidas y es función de los Estados 

suministrar los apoyos que necesitan para ejercer sus derechos. Esto 

conduce a la abolición del instituto de la curatela. 

 El artículo 18 se encuentra inspirado dentro del modelo de toma de 

decisiones sustitutivas. Se parte de una visión absoluta de capacidad, 

ignorando lo que sostiene en el artículo 12 de la Convención sobre 

los Derechos de las personas con discapacidad que tiene una 

concepción relativa de la discapacidad, en la cual las personas 

cuentan con diferentes grados de capacidad.  

 La norma sobre el consentimiento informado de las personas con 

discapacidad ante la investigación biomédica, acorde con la 

Convención, necesariamente conlleva al respeto a la voluntad y las 

preferencias de la persona involucrada.  

 El artículo 18 de la Ley de Investigación Biomédica no debe 

derogarse, sino reformarse para que responda a los lineamientos de 

la Convención y a la Ley para la Promoción de Autonomía Personal 

de la Personas con Discapacidad (9339 del 30 de agosto de 2016).  

 Consideran que se debe mantener las disposiciones del artículo 18 

reformándolo para que se elimine la expresión “representante legal” y 

se sustituya por “persona garante para la igualdad jurídica”. 

 Una derogatoria del artículo 18 es un contrasentido y despropósito del 

artículo 12 de la Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad que establece la toma de decisiones con apoyo, como 

un instituto jurídico que busca la incorporación progresiva a los 

beneficios del resto de la sociedad. 

 

VI. Informe del Departamento de Servicios Técnicos: 

 

Consideran que los argumentos para justificar la derogatoria del artículo 18 no se 

ajustan a la interpretación que la Sala Constitucional acordó para la Ley Reguladora de 

Investigación Biomédica mediante el voto N° 2014-03969, de las 18:00 horas del 20 de 

marzo del 2014.   

 

VII. Consideraciones de fondo:  

 

Resulta necesario hacer una relación puntual de las normas que abordan la temática 

que contempla la propuesta de ley, a efectos de sustentar jurídicamente la 

recomendación de este informe de subcomisión.  
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El artículo 4 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

indica en su artículo 4, inciso a), que los Estados Parte se comprometen a Adoptar todas 

las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 

hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención, lo anterior con el 

fin de asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las 

libertades fundamentales de las personas con discapacidad. 

Por su parte, el artículo 18 de la ley Reguladora de la Investigación Biomédica, indica:  

 

“ARTÍCULO 18.- Consentimiento de personas legalmente incapacitadas 

 

En el caso de investigaciones biomédicas en las que participen personas 

declaradas como incapaces, mediante un proceso judicial, el consentimiento 

informado debe ser suscrito por su representante legal.” 

 

La Ley 9379, Ley para Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con 

Discapacidad del 30 de agosto del 2016 en su artículo 11, inciso j) manifiesta:  

 

 “ARTÍCULO 11.- Obligaciones de la persona garante para la igualdad jurídica. 

La persona garante para la igualdad jurídica tendrá, para con la persona con 

discapacidad intelectual, mental y psicosocial, las siguientes obligaciones: 

 

(…) 

 

j) No permitir que la persona con discapacidad sea sometida a experimentos 

médicos o científicos, sin que para este último caso la persona con discapacidad 

haya brindado su consentimiento libre e informado.” 

 

De acuerdo con lo anterior, el artículo 18 de la Ley Reguladora de Investigación 

Biomédica, regula el consentimiento informado para participar en una investigación 

biomédica por parte de una persona declarada como incapaz para actuar ante un juez, 

autorizando a la persona representante legal (curador) a otorgar ese consentimiento.  

En tanto, la Ley para Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con 

Discapacidad elimina el instituto de la curatela y por tanto se elimina la figura del curador, 

quien según lo indicado el artículo 18 supra citado, sería el responsable de dar el 

consentimiento informado para realizar investigaciones biomédicas en personas con 

discapacidad intelectual, mental y psicosocial.  
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El artículo 12.2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

con respecto al igual reconocimiento como persona ante la ley que tiene la persona con 

discapacidad establece:  

 

(…) 

“2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 

capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los 

aspectos de la vida.” 

 

Asimismo, esta Convención establece, a modo de prohibición general, que las personas 

con discapacidad no puedan ser sometidas a tratamientos investigativos, o 

investigaciones médicas, sin su consentimiento informado. 

 

“Artículo 15 

 

Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes 

 

1.       Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido a experimentos 

médicos o científicos sin su libre consentimiento” 

 

Evidentemente, este artículo 15 viene a fortalecer el principio general de que se requiere 

el consentimiento informado de las personas que participen en las investigaciones con 

seres humanos. 

 

Sin embargo, el artículo 12.4 de la misma Convención admite que en algunos casos, se 

le nombre un representante a una persona con discapacidad mental o intelectual cuando 

ésta no pueda ejercer válidamente sus derechos y obligaciones:  

 

“4.       Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al 

ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y 

efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional 

en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las 

medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la 

voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni 
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influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 

la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 

exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial 

competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales 

al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 

personas.” 

 

No es contrario a la Convención ni a la dignidad humana que la Ley permita la posibilidad 

de designar un representante que otorgue el consentimiento informado en caso de que 

una persona sin capacidad volitiva o cognoscitiva pueda participar en una investigación 

biomédica. En situaciones excepcionales, el nombramiento de un representante que 

otorgue el consentimiento informado, puede ser necesario para garantizar que la 

persona con una discapacidad mental o intelectual severa pueda disfrutar de un 

tratamiento médico novedoso o en desarrollo que, eventualmente, pueda beneficiarlo.   

 

En su artículo 25, la Convención prevé una obligación del Estado de no permitir la 

discriminación que impida a las personas con discapacidad a disfrutar de determinados 

tratamientos de salud, sin embargo, éste debe establecer un régimen que garantice 

razonablemente que las personas con discapacidad mental o intelectual, no sean 

explotadas en el marco de una investigación biomédica. 

 

La Sala Constitucional mediante el voto N° 2014-03969, de las 18:00 horas del 20 de 

marzo del 2014 manifiesta que el artículo 18 de la Ley Reguladora de la Investigación 

Biomédica no es inconstitucional, el Magistrado Rueda señala que es constitucional 

“siempre que se interprete que el consentimiento informado suscrito por el representante 

legal de la persona legalmente incapacitada solo procede en el caso de la 

investigación terapéutica” (subrayado propio).  

 

Es importante aclarar que la resolución de la Sala Constitucional es del año 2014, dos 

años y cinco meses antes de la aprobación de la Ley para la Promoción de la Autonomía 

Personal de las Personas con Discapacidad, que rige a partir del 30 agosto del año 2016 

 

Lo anterior, al entender que el instituto de la curatela ofrecía garantías suficientes a las 

personas sin capacidad de dar su consentimiento por sí mismas para participar en una 

investigación médica, sin embargo, la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal 

de las Personas con Discapacidad determinó en un sentido totalmente contrario al 

artículo 18 de la Ley Reguladora de la Investigación Biomédica que el consentimiento 

informado de la persona con discapacidad no podía ser sustituido, por lo que, solo ella 

puede darlo a efectos de poder ser sometida a experimentos médicos o científicos. 

La Ley para Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad en 

su artículo 11, letra j), establece como una obligación del garante para la igualdad 

jurídica (anteriormente curador) de la persona con discapacidad intelectual, mental y 

psicosocial impedir que ella “sea sometida a experimentos médicos o científicos, sin que 
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para este último caso la persona con discapacidad haya brindado su consentimiento 

libre e informado.”  

 

En el inciso h) del mismo numeral establece como obligación adicional del garante:   

  

“No brindar consentimiento informado, en sustitución de la persona con 

discapacidad.”   

 

En esta misma línea, el Reglamento a la Ley para la Promoción de la Autonomía 

Personal de las Personas con Discapacidad en los incisos h) y j) del artículo 17, con 

respecto a la imposibilidad del garante para brindar el consentimiento informado en 

nombre de la persona con discapacidad indica:  

 

“ARTÍCULO 17.-Especificación de cada una de las obligaciones de la persona 

garante para la igualdad jurídica. Partiendo de que según el inciso b) del artículo 

5 de la Ley N° 9379, todas las personas con discapacidad son las titulares y 

ejercen legítimamente todos sus derechos y atención de sus propios intereses, 

a continuación, se especifican cada una de las obligaciones de la persona 

garante. 

 

(…)  

 

h) La imposibilidad de la persona garante para brindar consentimiento informado, 

tiene como fundamento evitar la sustitución de la persona con discapacidad en 

la toma de decisiones sobre la práctica o no de intervenciones médicas o 

científicas en sus funciones y/o estructuras corporales. Esta imposibilidad 

alcanza a las intervenciones médicas o científicas expresamente señaladas en 

la Ley N° 9379, de modo que no es posible otorgar el consentimiento informado 

en sustitución de la persona para la esterilización o experimentos médicos o 

científicos. 

Sin embargo, dicha imposibilidad no resulta aplicable cuando la que la vida de la 

persona con discapacidad se encuentre en riesgo inminente por una situación 

emergente e imprevista, en estas situaciones aplican las mismas reglas o 

protocolos que regularmente se emplean para todas las personas, por lo que un 

procedimiento distinto por motivos de discapacidad resulta discriminatorio. 

 

(…) 
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j) En razón de que el inciso j) del artículo 11 de la Ley N° 9379 obliga al garante 

a no permitir que la persona con discapacidad sea sometida a experimentos 

médicos o científicos, sin que antes haya brindado su consentimiento libre e 

informado, no podrán presentarse solicitudes de salvaguardia requiriendo 

autorización para someter a una persona con discapacidad a experimentos 

médicos o científicos, sin que se cumplan con los presupuestos antes indicados. 

De igual forma, resoluciones que dispongan la autorización para que una 

persona con discapacidad sea sometida a experimentos médicos o científicos, 

resultarán contrarias a la Ley N° 9379 y al artículo 15 de la Convención. 

Se considera discriminación por motivos de discapacidad que cualquier instancia 

pública o privada (incluida la familia) impida, limite o segregue el derecho de la 

persona con discapacidad, a contar con los apoyos, mecanismos y medios 

necesarios, así como con la información oportuna y real para que la persona 

pueda consentir libre e informadamente su participación en experimentos 

médicos o científicos, en igualdad de condiciones con los demás. 

La obligación aquí descrita, incluye el deber de la persona garante de denunciar 

ante las autoridades judiciales y/o administrativas correspondientes, de manera 

oportuna y diligente sobre actos, omisiones o intenciones que tengan la finalidad 

de someter a experimentos médicos o científicos, a la persona con discapacidad, 

sin que ésta última haya brinda el consentimiento, en los términos definidos por 

la Ley N° 9379.”  

Como un aspecto de relevancia, se trae a colación la opinión jurídica de la Procuraduría 

General de la República OJ-039-2019, del 27 de mayo de 2019, con respecto a si existe 

una contradicción o antinomia jurídica entre lo dispuesto por el artículo 18 de la  Ley 

Reguladora de la Investigación Biomédica N.°9234 y la letra j) del artículo 11 de la Ley 

para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, 

N.°9379, en lo referente al consentimiento libre e informado de las personas con 

discapacidad y de haberla, ¿cuál de las normas debe prevalecer? 

El órgano procurador emite criterio en el siguiente sentido: 

 

 “(…) 

Sí existe una antinomia normativa entre lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 

Reguladora de Investigación Biomédica y el artículo 11, letra j), de la Ley para la 

Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, en lo 

relativo al consentimiento informado de la persona con discapacidad intelectual, 

mental y psicosocial que vaya a ser participada de un experimento médico o 

científico; pues mientras la primera norma permite sustituirlo cuando haya sido 

declarada en estado de interdicción por el juez, la segunda lo impide en cualquier 

circunstancia y obliga al garante a no permitir que la persona con discapacidad 

sea sometida a este tipo de tratamientos o investigaciones, sin que antes haya 

brindado su consentimiento libre e informado. 
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Por lo que en criterio de la Procuraduría General de la República, el referido conflicto 

normativo puede saldarse a través de la aplicación del denominado criterio cronológico, 

de manera que se entienda que el artículo 18 de la Ley Reguladora de la Investigación 

Biomédica, fue tácitamente derogado por el numeral 11, letra j), de la Ley para la 

Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, ya que 

considerando que ambas regulan el mismo punto, prevalece en una el hecho de su 

promulgación posterior en el tiempo. 

 Ahora bien, el proyecto de ley Expediente N° 21069 pretende derogar expresamente lo 

dispuesto en la Ley de Investigación Biomédica con respecto al consentimiento 

informado, que se aplica en el supuesto de personas con discapacidad intelectual, 

mental y psicosocial que participen en investigaciones biomédicas. Al existir una 

antinomia normativa entre las leyes números 9234 y 9379, y aunque el artículo 18 de la 

ley N°9234 ha sido derogado tácitamente según la Procuraduría General de la 

República, es importante para este órgano legislativo que la derogación se realice 

directamente por norma de rango legal , cumpliendo así con el mandato del artículo 4 

de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de adoptar 

todas las medidas legislativas para hacer efectivos los derechos de las personas con 

discapacidad, armonizando  la normativa nacional para cumplir con las obligaciones 

adquiridas en los tratados internacionales.  

 

VIII. Recomendaciones:  

 

De conformidad con lo expuesto y tomando en cuenta aspectos técnicos, de 

oportunidad y conveniencia, las suscritas Diputadas integrantes de la Comisión 

Permanente Especial de Discapacidad y Adulto Mayor recomendamos al 

Plenario Legislativo acoger el presente Dictamen Afirmativo Unánime al 

expediente tramitado con el número 21069.  
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA 

 

DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY REGULADORA DE LA 

INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA, N°9234, DEL 25 DE ABRIL DE 2014 

 
ARTÍCULO ÚNICO- Se deroga el artículo 18 de la Ley N.° 9234 Ley 

Reguladora de Investigación Biomédica, de 22 de abril de 2014. 

 

Rige a partir de su publicación. 
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DADO EN LA COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE ASUNTOS DE 
DISCAPACIDAD Y ADULTO MAYOR, ASAMBLEA LEGISLATIVA, SAN JOSÉ, 
A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL DIECINUEVE. 
 
 
 
Catalina Montero Gómez                                         María José Corrales Chacón 

 

 

Aracelly Salas Eduarte                                             Marolin Azofeifa Trejos 

 

 

 

Xiomara Rodríguez Hernández 

Diputados (as)  

 

 
 
Parte expositiva: Yorleny Acuña Castro   
Parte dispositiva: Ericka Ugalde Camacho 
 


